El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría. 
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Providencia:                Sentencia de 16 de marzo de 2016
Radicación Nro.          66001-31-05-002-2014-00061-01

Proceso                       Ordinario Laboral

Demandante:              María Elena Castrillón Parra
Demandado:               Colpensiones y otros
Magistrado Ponente: Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:    Juzgado Segundo Laboral del Circuito

Tema:

PENSIÓN DE VEJEZ/ Requisitos/ Fecha del disfrute de la prestación se establece con la desafiliación efectiva del sistema/ Cálculo del ingreso base de liquidación/ Retroactivo pensional/ Mesadas no afectadas por prescripción/ Condena a intereses moratorios a partir del vencimiento del término con que contaba la administradora de pensiones para reconocer y pagar la prestación
“(…) la señora María Elena Castrillón Parra tiene acreditadas en toda su vida laboral un total de 1303,27 semanas y no 1254,71 semanas como lo expresó la juez de primer grado, de las cuales 1173,85 las efectuó a 14 de noviembre de 2009, fecha en que cumplió los 55 años de edad, cumpliendo de ésta manera con los requisitos exigidos para acceder a la pensión de vejez prevista en el mencionado artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003.”
“(…) si bien la actora tenía acreditados todos los requisitos para acceder a la pensión de vejez, tanto para la fecha en que cumplió los 55 años de edad, como para el día en que hizo expresa su voluntad de que le fuera reconocida la prestación económica, la verdad es que su último aporte al Sistema General de Pensiones lo efectuó con posterioridad a esas calendas, por lo que la pensión solo puede disfrutarla a partir del 1º de julio de 2012, como correctamente lo señaló la a quo.”
Al realizar el cálculo del IBL con base en el promedio de los salarios devengados por la accionante dentro de los últimos 10 años efectivamente cotizados, se encuentra que el mismo asciende a la suma de $4.887.121, que al aplicarle la fórmula prevista en el artículo 34 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 10 de la Ley 797 de 2003, se obtiene una tasa de remplazo equivalente al 65.69%, que arroja una mesada pensional para el 1º de julio de 2012 del orden de $3.210.349 (…) 
El retroactivo pensional causado entre el 1º de julio de 2012 y el 29 de febrero de 2016 asciende a la suma de $161.405.849 (…) no sin antes advertir que ninguna de las mesadas pensionales causadas se encuentra cobijada por el fenómeno de la prescripción, pues la reclamación administrativa se elevó el 26 de marzo de 2012 y fue resuelta el 26 de diciembre de 2013 mediante la resolución Nº GNR 368369 (…) y la presente acción se inició el 7 de febrero de 2014 (…)
(…) tiene derecho la actora a que se le reconozcan y paguen los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 26 de septiembre de 2012, pues la Administradora Colombiana de Pensiones tenía la obligación de reconocer y empezar a pagar la pensión dentro de los 6 meses siguientes a la fecha en que se solicitó el reconocimiento de la prestación económica, sin que así lo hubiere hecho.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, dieciséis de marzo de dos mil dieciséis, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral No. 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 10 de febrero de 2015, dentro del proceso que promueve la señora MARIA ELENA CASTRILLON PARRA en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, PORVENIR S.A. y COLFONDOS S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2014-00061-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Elena Castrillón Parra que la justicia laboral declare que tiene derecho a la pensión de vejez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 14 de noviembre de 2011, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Fundamenta sus aspiraciones en que nació el 14 de noviembre de 1954, por lo que cumplió los 57 años de edad en la misma calenda del año 2011; sostiene que ha prestado sus servicios en el sector público y privado; asegura que en comité efectuado entre Colpensiones y los fondos privados en los que estuvo afiliada, se definió que Colpensiones sería la entidad responsable del eventual pago de la pensión de vejez; afirma que en su historia laboral no aparecen los tiempos cotizados entre mayo de 1999 y enero de 2004; indica que el 21 de junio de 2013 recibió informe por parte de la AFP Horizonte S.A. (Protección S.A.) en el que se le manifestó que el 18 de diciembre de 2000 se trasladaron los aportes efectuados por ella con destino a la AFP Colfondos S.A.; asegura que el 15 de mayo de 2013 Colfondos S.A. emitió constancia de traslado de los aportes a la Administradora Colombiana de Pensiones; indica que el 26 de marzo de 2012 solicitó ante el ISS el reconocimiento y pago de la pensión de vejez, misma que fue negada por medio de la resolución Nº GNR 368369 de 26 de noviembre de 2013 bajo el argumento que no tenía la densidad de semanas exigidas para acceder al derecho.
Al contestar la demanda –fls.99 a 103- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados con la fecha de nacimiento de la actora, la solicitud elevada por ella para el reconocimiento y pago de la pensión de vejez y su respuesta negativa. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Prescripción” y “Genéricas”.
Por su parte la AFP Porvenir S.A. procedió a dar contestación al libelo introductorio –fls.160 a 168- aceptando los hechos relacionados con la fecha de nacimiento de la demandante, que Colpensiones no ha cargado a la historia laboral el tiempo cotizado por ella en la AFP y el traslado de los aportes efectuados a Colfondos S.A. Respecto a los demás hecho manifestó que no le constaban. No se opuso a las pretensiones, aclarando que al haber trasladado los aportes realizados por la accionante a Colfondos S.A. cumplió con todas las obligaciones que tenía a su cargo. Propuso las excepciones de “Inexistencia de la obligación y hecho cumplido”, “Prescripción”, “Buena fe” e “Innominada o genérica”.
Finalmente Colfondos S.A. dio respuesta a la demanda –fls.209 a 214- admitiendo los hechos que conciernen a la fecha de nacimiento de la señora Castrillón Parra, los aportes por ella realizados a esa AFP y el traslado de ellos a Colpensiones. Frente a los demás hechos manifestó que no le constaban. No se opuso a las pretensiones, explicando que cumplió con su obligación de trasladar los aportes a Colpensiones. Presentó las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación”, “Buena fe” e “Innominada o Genérica”.

En sentencia de 10 de febrero de 2015 la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que las AFP Porvenir S.A. y Colfondos S.A. cumplieron con su obligación de trasladar los aportes efectuados por la señora María Elena Castrillón Parra con destino a la Administradora Colombiana de Pensiones, no obstante, encontró la a quo que Colpensiones no ha registrado en la historia laboral de la demandante la totalidad de semanas cotizadas por la demandante al RAIS, motivo por el que decidió tenerlas en cuenta con el objeto de analizar si ella cumple con los requisitos para acceder a la pensión de vejez.
Posteriormente estableció que el régimen pensional que le es aplicable a la accionante es el establecido en la Ley 100 de 1993 modificado por la Ley 797 de 2003, señalando que ella cumple con los requisitos exigidos en esa normatividad, pues cumplió los 55 años de edad el 14 de noviembre de 2009 y para ese momento tenía acreditada la densidad de semanas requeridas, motivo por el que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez que reclama.

Luego de señalar que la demandante en toda su vida laboral había cotizado un total de 1254,71 semanas, se dispuso a realizar las respectivas operaciones, llegando a la conclusión que el IBL más favorable fue el obtenido con el promedio de los salarios devengados durante los últimos 10 años efectivamente cotizados, el cual asciende a la suma de $5.352.735 que al aplicarle una tasa de reemplazo del 65% obtiene una mesada pensional del orden de $3.479.278, la cual puede empezar a disfrutar desde el 1º de julio de 2012. El número de mesadas anuales a cancelar es de 14.
Finalmente condenó también a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 26 de septiembre de 2012 hasta que se haga efectivo el pago total de la obligación.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMAS A RESOLVER, los que a continuación se plantean:

¿Cumple la señora María Elena Castrillón Parra con los requisitos exigidos en la Ley 100 de 1993 modificada por la Ley 797 de 2003 para acceder a la pensión de vejez?

¿Había lugar a condenar a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

REQUISITOS PARA ACCEDER A LA PENSION DE VEJEZ EN VIGENCIA DE LA LEY 100 DE 1993 MODIFICADA POR LA LEY 797 DE 2003.
Señala el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003 que para tener derecho a la pensión de vejez, al afiliado le corresponde cumplir 60 años de edad en el caso de los hombres o 55 años de edad en el caso de las mujeres y acumular la densidad de semanas exigidas para el efecto.
En ese sentido, la mencionada norma indica que aquellas personas que causen el derecho a la pensión hasta el 31 de diciembre de 2004, les corresponde acreditar como mínimo mil (1000) semanas de aportes al Sistema General de Pensiones. Posteriormente señala que a partir del 1º de enero de 2005, el número de semanas mínimas requeridas aumentará en 50 y que desde el 1º de enero del 2006 se incrementaran anualmente en 25 hasta alcanzar al tope de 1300 semanas de cotización en el año 2005. 

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión en esta instancia: i) Que la señora María Elena Castrillón Parra nació el 14 de noviembre de 1954, pues de ello da fe el registro civil de nacimiento emitido por la Notaría Tercera del Círculo de Pereira –fl.44-, ii)  Que las AFP demandadas trasladaron la totalidad de los aportes efectuados por la accionante del RAIS al RPM, no solo porque tal decisión no fue objeto de apelación, sino también porque de ello dan fe los documentos visibles a folios 170 a 187.
Lo que corresponde verificar en esta sede, es si la accionante cumple con los requisitos exigidos en la Ley 100 de 1993 modificada por la Ley 797 de 2003 para acceder a la pensión de vejez que reclama.

Teniendo en cuenta que la señora Castrillón Parra nació el 14 de noviembre de 1954, se tiene entonces que los 55 años de edad los cumplió en la misma calenda del año 2009, anualidad ésta en la que tenía que acreditar como mínimo un total de 1150 semanas de cotización, tal y como lo ordena el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003.

Según los certificados de información laboral emitidos por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y la Dirección Seccional de Administración Judicial –fls.48 y 68- así como la historia laboral válida para prestaciones económicas –fls.222 a 225- la señora María Elena Castrillón Parra tiene acreditadas en toda su vida laboral un total de 1303,27 semanas y no 1254,71 semanas como lo expresó la juez de primer grado, de las cuales 1173,85 las efectuó a 14 de noviembre de 2009, fecha en que cumplió los 55 años de edad, cumpliendo de ésta manera con los requisitos exigidos para acceder a la pensión de vejez prevista en el mencionado artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003.
Antes de proceder a revisar si la liquidación efectuada por la juez de primera instancia estuvo correctamente calculada, resulta oportuno definir a partir de cuándo tiene derecho la demandante a disfrutar la prestación económica reconocida y para ello se deben tener en cuenta los siguientes aspectos: i) Ella cumplió los 55 años de edad el 14 de noviembre de 2009, ii) Hizo su último aporte al Sistema General de Pensiones el 30 de junio de 2012, según la historia laboral allegada por Colpensiones, y iii) Elevó solicitud de reconocimiento pensional el 26 de marzo de 2012, tal y como se observa en la resolución Nº GNR 368369 de 26 de diciembre de 2013 –fls.37 a 39-.

De acuerdo con lo expuesto, se encuentra que si bien la actora tenía acreditados todos los requisitos para acceder a la pensión de vejez, tanto para la fecha en que cumplió los 55 años de edad, como para el día en que hizo expresa su voluntad de que le fuera reconocida la prestación económica, la verdad es que su último aporte al Sistema General de Pensiones lo efectuó con posterioridad a esas calendas, por lo que la pensión solo puede disfrutarla a partir del 1º de julio de 2012, como correctamente lo señaló la a quo.
Al realizar el cálculo del IBL con base en el promedio de los salarios devengados por la accionante dentro de los últimos 10 años efectivamente cotizados, se encuentra que el mismo asciende a la suma de $4.887.121, que al aplicarle la fórmula prevista en el artículo 34 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 10 de la Ley 797 de 2003, se obtiene una tasa de remplazo equivalente al 65.69%, que arroja una mesada pensional para el 1º de julio de 2012 del orden de $3.210.349, tal y como se evidencia en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia.

Así las cosas, tiene derecho la demandante a que se le reconozca como mesada pensional a partir del 1º de julio de 2012 la suma de $3.210.349 y no la suma de $3.479.278 fijada por la funcionaria de primer grado. El número de mesadas anuales a reconocer anualmente es de 13 de conformidad con lo establecido en el Acto Legislativo 01 de 2005.  

El retroactivo pensional causado entre el 1º de julio de 2012 y el 29 de febrero de 2016 asciende a la suma de $161.405.849, como se aprecia en la siguiente tabla que también hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, no sin antes advertir que ninguna de las mesadas pensionales causadas se encuentra cobijada por el fenómeno de la prescripción, pues la reclamación administrativa se elevó el 26 de marzo de 2012 y fue resuelta el 26 de diciembre de 2013 mediante la resolución Nº GNR 368369 –fls.37 a 39- y la presente acción se inició el 7 de febrero de 2014 –fl.76-.
Finalmente, tiene derecho la actora a que se le reconozcan y paguen los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 26 de septiembre de 2012, pues la Administradora Colombiana de Pensiones tenía la obligación de reconocer y empezar a pagar la pensión dentro de los 6 meses siguientes a la fecha en que se solicitó el reconocimiento de la prestación económica, sin que así lo hubiere hecho.

De conformidad con lo expuesto se modificarán los ordinales tercero y cuarto de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 10 de febrero de 2015.

De esta manera queda resuelto el grado jurisdiccional de consulta a favor de Colpensiones.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No. 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales TERCERO y CUARTO de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:
“TERCERO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la señora MARIA ELENA CASTRILLON PARRA la pensión de vejez, a partir del 1º de julio de 20132 en cuantía mensual equivalente a la suma de $3.210.349 y por 13 mesadas anuales. El retroactivo pensional causado desde el 1º de julio de 2012 y el 29 de febrero de 2016 asciende a la suma de $161.405.849.
CUARTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la actora los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 26 de septiembre de 2012 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia que por consulta se ha conocido.

Costas en esta instancia no se causaron.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
LEONARDO CORTÉS PÉREZ
Secretario
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